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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 15 de octubre de 2018

El I'eruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el

Recurso de agravio constitucional interpuesto po¡ don Luigi Calzolaio a favor dc
don Sixto Emilio Mamani Sumari contra la resolución de fojas 112, dc fecha 23 de
agosto de 2017, cxpedida por la Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte
Superior de Jüsticia de Arcquipa, que declaró Ia improcedencia liminar de la demanda
de habeas corpus d,e *fos-

tcncia emitida en el Expcdiente 00987-201,l-PA/ l C, publicada er el diario

OS

fundamento 49. con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
de¡egatoria, dictada sin más triimite, cuando se prese[te aiguno de los siguienles
supuestos, que igualmente están contenidos en el aficulo il del Reglamento
Nolmativo del Tribunal Constitucional:

a) Carezca dc fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de De¡echo contenida cn el recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del T bunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de marera descstimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuestión de Dcrecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recu$o carece de csta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
conslitucionalmente protegido de un derccho fundamental; cuando versa sobre un
asunlo materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia,

3. Expresado de otro modo, y tcniendo en cuenta lo precisado en cl fundamento 50 de
la sentencia emitida en el Expedicnte 00987-2014-PA/TC, una cuestión ¡o re\isrc
espccial trascendencia constituciolal en los siguientes casos: (1) si una futura
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resolución del T bulal Constitucional no soluciona algún conflicto de ¡elevancia
constitucional, pues no existe lesión que comp¡ometa el de¡echo fundame¡tal
ir,volucrado o se trata de un asunto que no coresponde resolver en la via
constitucional; o (2) si no existe nccesidad de tutelar de manera urgente el derecho
constitucio[a] invocado y no median ¡azo¡es subjetivas u objotivas que habiliten a

colegiado para emitir un pronunciamiento de Iondo

o de autos, cl rccurso interpuesto no cstá referido a una cuestión de
cho de especial tmscendencia constitr¡cional, toda vcz que aquel no alude a un

asunto quc ¡equie¡e de una tutela dc especial urgencia. En efccto, se cuestiona la
resolución suprema de fecha 16 de abril de 201,1 en el extremo que la Sala Penal
Pcrmanente de la Cofe Suprema de Justicia de Ja República declaró haber nulidad
en Ia sentencia que impuso dos años dc pena privativa de la libertad suspendida al
favorecido y Ia relbrmó por cuatro años de pena privativa de ia libetad efcctiva y la
consccuerlte orden de su ubicación, caplura e intemamiento, en el marco del
proceso scguido en sü contra por ei delito de usurpación agravada (R. N. 2228-
2013). Asimismo, se cuesliona el dccreto de l'echas 6 de cnero de 2016. a trar,és del
cual el órgano judicial resolvió que carece de objeto cmitir p¡onunciamiento
respecto a la excepción de prescripción. asi como el decreto de fccha 1 de iébre¡o
de 2016 por medio del cual l'ue desestimado cl recurso de reposición planteado
contra el dcc¡eto de fecha 6 de cte¡o de 2016.

5. Sin emba¡go, csta Sala aprecia que los hechos alegados e¡ el presente ,44óeaj
coryus (postulado cl 18 de jLrlio de 2017) serían los mismos que los invocados por
el recur¡ente en otra dcmanda de ¡abeos corpus postulada cl 8 de enero de 2016 a
lávor del beneficiario y otros contra los mismos jueces süpremos emplazados y con
idéntica pretensión (en cuanto a la citada resolución suprema y el decreto de fecha 6
dc enero de 2016) y fundamentos a los planteados en el caso de autos (fojas 49).
Asimismo. se advieñe qt)c cl hdbeas corpus postulado el 8 de enero de 20ió reca] o
en el Expedjcnte 00203-2016-0-0,101-JR-PE-o4. tramitado anre cl Tercer Juzgado
de Investigación Preparatoria dc Arequipa y la Sala Penal de Apelaciones de la
Cortc Supedor de Justicia de Arequipa (fojas 59), y actualmente se encuentra
pendiente de pronurciamicnto por pafe de cste Tribunal en cl Expediente 01928-
2OI6-PHC/TC,

6. Pol consiguiente, el recurso de autos debe ser declarado improcedente, toda vez quc
cl p¡esente i¿rá¿¿rs colpr"t se postuló cua¡do existia otra demanda de hdbe6- corpus
(postulada el 8 de encro de 2016) t¡amjtándose en sede judicial, con identidad de
p¿ftes. petitorio y de lirndamentos de sustento del pedido, lo cual configura el
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RESUI,II,VE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio consiilucional porque la cuestión cJe

De¡echo contenida en el rccurso carece de especial trascendencia constitucional.

Publíqüese y notifiquese

SS,
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Por estos fundamentos, el T bunal Constitucional, co¡ la autoridad que le
conficrc la ConstitucióD Política del Peú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada po¡ el voto singular del
magislrado Fcrre¡o Costa,

supuesto de litispc¡dencia, en la medida que el proceso respecto de la otra demanda
de habeas co¡prr postulada el 8 de enero de 2016 se encuentra pcndiente de
pronunciamiento por parte de estc Tdbrutal a través del llxpediente 01928-2016-
PHC/TC,

7. Finalmente, en cuanto al cues¡ionamiento contra el decreto de fecha i de febrero de
2016, mediante el cual el órgano judicial descstimó el recurso de reposición
planleado contra el decreto de fecha 6 de ene¡o de 2016, corresponde señalar que
aqucl no está referido al contenido constitucionalmeDte protcgido del derecho a la
libertad personal materia dc tutela del l?aó¿d.r cotpus, Loda vez que constirule un
p¡onunciamiento incidental que no dete¡mina ni incidc en una afectación negativa y
directa en el mencionado derecho fündamental.

8. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 7.rrprd, se verifica que
el presentc recurso de agravio ha incur¡ido en la causal dc ¡echazo prevista en el
acápite b) dcl fundamento 49 de la senrencia emirida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del afículo 11 del Reglamento Normatjvo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

§Ia
\§É,

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOAI)

<lue

0I

ESPINOSA-SALDAÑA BA RERA ¿i
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con ia potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponenci,r
de mi colcga magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PNTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongo:

EL TRIBUNAL CONSTITUCIoNAL coMo coRTE DE REy¡sIóN o fALLo y No DE

CAsACIóN

2. La Ley Furdamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que teníaju sdicción
en lodo el tenitorio nacional para conocer, en \,¡d de casación, de los habeas corpus
y amparos dcnegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una inslancia habilitada para fallar en lbnna dellnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesióD a los
derechos ¡econocidos en Ia Constitució[.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal dc Ga¡antías
Constitucionales, vigente en ese momento, cstableció, e¡ sus afículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegato a que ha violado la ley o la ha
aplicado en fo¡ma e¡rada o ha incu¡¡ido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, p¡ocederá a casar la sentencia y, luego de
señalar Ia deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Jüsticia de la
Repúbiica (reenvío) para que emita nuevo 1állo siguiendo sus lineamienros,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. EI modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamentc
modiñc¿do en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los
mecaDismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, arnparc, habeas daxt
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al T¡ibunal Constitucional
como órgano de cont¡ol de la constilucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica eróneamente como "órgano de cont¡ol de la Constitución". No obstante. en

1. La Constitución de 1979 c¡eó el Tribunal de Garantías Co¡stitucionalcs oomo
instancia de casación y la Constitución de 1993 convitió al Tribunal Constitucional
e11 instancia de fallo. La Constitución del 79, por p mera vez en nuestra hisloria
constitucional, dispuso la creación de rm órgano ad ,/roc, independiente del Poder
Judicial, con la ta¡ea de garantizar la sup¡emacía comtitucional y la vigencia plcna
de ios derechos ftndamentales.
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mate a de procesos constitucionales de la liberfad. la Constitución establece que el
T¡ibunal Constitucional es instancia dc ¡evisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, en su artículo 202. inciso 2,
presc¡ibe que coüespo¡lde al Tribunal Constitucionai "conocer, en última y
deinitiva inslancía, las resolttcíones denegatorias dictadds en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posiciól de Iranca tutela de los derechos fundamentales,
exigc que el Tribunal Constitucionai escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectua divelsa
cont¡avendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de Ia persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la ohser|ancia del debido proceso y tutela

¡ur¡sd¡ccional. Ninppna persona puede ser desviada de la julisdíccióú
predetermínada por la le!, n¡ sometída a plocedifiiento distínfo de los preyiamente
establecidos, ní juzgada por órganos j lisdicciofialen^ de excepcíón ni par
comisiones especíales creadds dl efecto cualquiera sed su denomínación".
consagrada en el aftículo 139. inciso 3.

6. Como se adviefle, a dife¡encia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiordri
(Suprema Cortc dc los Estados Unidos), en el Pe¡ú el Pode¡ Constituyente optó por
un órgano süpremo de inte¡pretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libe¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
p¡otección de su derecho en sede del Podcr Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuest¿ a-rnenaza o lcsión de un derecho fundamental, se

debe ab¡il la vía corespondiente para que el 'l ribunal Constitucional pueda
pronunciaÉe. Pero la apenura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionante colabonr con los jueces constitucionales mediante ur pormenorizado
an¿lisi. dc lo quc sc pretende. de lo que sc in\ oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa: además. un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
pilblicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

8. La administración de justicia constitucional de la Iibe¡tad que brinda el Tribunal
CoDstitucional. desde su creación, es rcspetuosa, como corresponde, del dcrecho de

trr(

EL DERf,cHo A sER oiDo cono MANTFESTACTóN Df, l,A DEMocR{TrzACróN DE Los
PRocESos Co.*srITucIoNAt,ES DE LA LTBERTAD
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delinsa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el de¡echo a ser
oido con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se
dcrcrminen sus derechos. interese. ) obligaciones.

9. Precisamentc, mi alejamiento respecto a Ia emisión de una resolución constitucioÍal
sin realizarse audiencia dc vista está relacionado con Ia defensa, la cual, sólo es
cfectiva cuando el jusliciable y sus abogados pueden exponer! de mánera escrita y
oral. los argumentos pertinentes, concietándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la interveDción de las partcs, coresponde señalar que, en tanto que la
potcstad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucionál cuando se
brinda con cstricto respeto de los derechos inhcrentes a todo ser humano, lo que
inciuye el derecho a ser oido con ias debidas garantías.

I l. Cabc añadir que la participación directa de las paúes, en defensa de sus intereses.
que se conccde e¡ la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfe¡a de interés de
una pcrsona sin peñnitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribu¡al Constitucio[al tiene el deber
ineludible de optimizar, l]n cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficienie las ¡azones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuclve.
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12. En ese sentido, Ia Cofe Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa "oblíga al Estado a tctlar al individuo en todo momento como
un yerdadero .tujeto del prcceso, en el más ompl¡o sentiJü le eÍe concepto, y t1o

simplemenle como objeto del mismo"' . \ que "faro qüe exis¡a Jebido ¡roccso legal
es preciso que un justiciable pueda hacet valer sus derechos y delender sus
inlet¿sL\ en.forna efectit,u y en condiciones de igualdad procesdl con c,tros
lutri.iohl.'"'

twl

I Co¡te IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. se¡tencia del 17 de noviembre <le 2009-
párafo 29.

'zCofte IDH. Caso Hilaire, Corctantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, prínafo 146.
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NaTURALEZA PRocasAL DIrL REcuRSo Df, AGRAvIo CoNsTlrucroNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en ia Constitució[ I1o puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo. pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libefad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recuÉo de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliñcar" el recurso de ágravio constitucional.

15- De corfornidad con los aficulos 18 y 20 del Código Procesai Comtitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Supe or del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sob¡e el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechaza¡ dicho recurso, sino por el contrario de "conoce¡" lo que la pafie alega
como un agravio que le cau.a indefensión

16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto¡ia" establece como supuestos para su
aplicación lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los r,asos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especíllcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcar]o,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, cn su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjeli\as y
carcntes de predictibilidad, afectando notablemente a los jusliciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribrnal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, ¡¡ututis mutend¡s, e7 ptecedente vinculante conlenido en la Se¡Itencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Siínchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la natu¡aleza
procesal de los procesos constitucionales de ]a libe¡tad (supletoriedad, via ptevla,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin cmbargo, el hecho de que los procesos constitucionales de Ia libeñad sean de
una naturaleza p¡ocesal disti[ta a Ia de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuat Ia esencia principal del ¡ecu¡so de agrario
constitucional.

tÍ{l
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19. Po¡ tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos l'undamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso sc convoque a audiencia para la
vista, lo que gamntiza que el TribLrnal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea ia adecuada pam poder escuchar a las penonas afectadas en sus
de¡echos esencialcs cuando no enct¡entran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protecciór de derechos
humanos.

20. Como añn¡ó Raúl Ferero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, uDa defensa total de la Constitucjón, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la preslación jurisdiccional, cada cual al defe¡der su derecho
está defendiendo el de los demás y ei de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

s
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